
 

 

JUZGADO NOVENO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO 

Villavicencio, veintinueve (29) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 
 
RADICACIÓN : 50001 33 33 009 2021 00347 00 
DEMANDANTE : BERNARDO ENRIQUE GUTIERREZ GARCIA  
DEMANDADO : ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES - COLPENSIONES 
MEDIO DE CONTROL : NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
TIPO PROVIDENCIA : SUSTANCIACIÓN ï LEY 2080/21 

 
DE LA FIJACIÓN DEL LITIGIO, DECRETO DE PRUEBAS Y TRASLADO PARA 
ALEGATOS DE CONCLUSION: 
 
Vencido como se encuentra el término de traslado para contestar la demanda, sería 

del caso programar fecha para la realización de la audiencia inicial de que trata el 

artículo 180 del C.P.A.C.A.; no obstante, de acuerdo con lo normado en el artículo 

182A del CPACA adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el presente 

caso será objeto de sentencia anticipada. 

 

Conforme al numeral 1º literal c) de la norma en comento, en atención a que sólo 

se solicitó tener como pruebas las documentales que se aportaron con la demanda 

y la contestación, sobre las cuales no se ha formulado tacha. 

 

Ahora bien, previo al decreto probatorio, procede el Despacho a fijar el litigio en la 

causa de acuerdo a la narración de los hechos, las pretensiones del libelo y la 

posición asumida frente a unos y otros por la entidad demandada. 

DE LA FIJACIÓN DEL LITIGIO. 

Estudiada la demanda y su contestación por parte de Colpensiones, el despacho 

advierte que existe consenso en relación con los siguientes presupuestos fácticos 

de la demanda:  

 

1. Que, el demandante fue funcionario Público del Inpec por más de 28 años, 

entre el 06 de abril de 1990 hasta el 31 de diciembre de 2019, fecha en la 

que fue aceptada la renuncia al cargo por derecho a la pensión.  

 

2. Que, mediante Resolución GNR 248286 del 04 de octubre de 2013 expedida 

por Colpensiones, se reconoció y ordenó el pago de una pensión mensual 

vitalicia de vejez, en virtud del régimen especial que ostenta el personal del 

cuerpo de custodia y vigilancia penitenciaria y carcelaria nacional del Inpec- 

Ley 32 de 1986, parágrafo 5 del artículo 48.  

 

3. Que frente a la anterior decisión se interpuso los recursos de Ley, no 

obstante, no fue posible que la entidad corrigiera el precitado acto 

administrativo, en especial, la forma de liquidación de la pensión de 

jubilación, con la cual se agotó el procedimiento administrativo, asunto que 
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fue atendido mediante la Resolución No. GNR384857 del 31 de octubre de 

2013 y VPB 48263 del 10 de junio de 2015. 

 

4. Que mediante Resolución No. 004496 del 23 de octubre de 2019 Inpec, se 

aceptó la renuncia al cargo del demandante.  

 

5. Que el 09 de noviembre de 2021 se solicitó audiencia de conciliación ante el 

Procurador 205 Judicial I para Asuntos Administrativos, la cual se declaró 

fallida.  

 

No existe consenso entre las partes frente a los siguientes hechos: 

 

1. Que la Resolución GNR 248286 del 4 de octubre de 2013, no liquidó la 

pensión con todos los factores salariales devengados durante el último año 

de servicio, apartándose de la motivación del acto administrativo, pues 

claramente se mencionó que debe ser con el 75% del promedio de lo 

devengado dentro del último año de servicio. 

 

2. Que la Resolución GNR 248286 del 4 de octubre de 2013, estipula en la hoja 

No. 2 que la pensión se reconoció con fundamento en la sentencia del 26 de 

marzo de 2009 Proferida por la Sección Segunda de la Sala Contenciosa 

Administrativa del Consejo de Estado y la Circular 01/12 que señalan ñé las 

pensiones de los miembros del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria y 

Carcelaria Nacional, que hayan ingresado con anterioridad a la entrada en vigencia 

del Decreto 2090 de 2003 (28 de julio de 2003), equivaldrán al 75% del promedio 

de los salarios devengados dentro del último año de servicio, teniendo en cuenta 

todos los factores salariales consagrados en el artículo 45 del Decreto 1045 de 

1978ò 

 

3. Que la Resolución No. GNR 384857 del 31 de octubre de 2013 y la VPB 

48263 del 10 de junio de 2015 y demás actos administrativos reliquidaron la 

pensión con el IBL de Ley 100/93, desconociendo lo preceptuado en el primer 

acto administrativo o Resolución No. 248286 del 04 de octubre de 2013, la 

Sentencia del Consejo de Estado del 26 de marzo de 2009 e inclusive su 

propia circular 01 de 2012, contradiciéndose de facto respecto de lo 

manifestado en relación con lo resuelto, al motivar  de una forma y resolver 

de otra, configurándose un defecto sustantivo por falsa motivación del acto 

administrativo y vicio de nulidad a la luz del derecho. 

 

4. Que la Resolución No GNR 248286 del 04 de octubre de 2013, GNR 384857 

del 31 de octubre del mismo año y la VPB 48263 del 10 de junio de 2015, 

desconocieron por completo la Constitución y la Ley en la forma de liquidar 

la pensión, prevaricando, al poner cuestiones normativas que no le son 

aplicables en derecho para su liquidación.  
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5. Que los actos administrativos No. GNR 248286 del 04 de octubre de 2013, 

la GNR384857 del 31 de octubre de 2014 y la VPB 48263 del 10 de junio de 

2015 están viciados de nulidad por ser contrarios en derecho, al 

ordenamiento jurídico y la Constitución, al liquidar la pensión de régimen 

especial con una Ley general, sin fundamento jurídico alguno, contrariando 

el parágrafo 5 del artículo 48 de la Constitución Política.  

 

6. Que en varias oportunidades reliquidaron la pensión, no siendo posible que 

la entidad demandada, liquidara la pensión conforme a derecho, tal y como 

lo ordenó el primer acto administrativo, esto es, con el 75% del promedio 

devengado durante el último año de servicio y con todos los factores 

salariales consagrados en el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978; 

solicitudes que fueron atendidas mediante resoluciones No. GNR 186816 del 

23 de junio de 2016, VPB 42914 del 29 de noviembre de 2016 y la SUB 87095 

del 10 de abril de 22019, las cuales liquidaron con un IBL del artículo 21 de 

la Ley 100 de 1993 desconociendo el precedente constitucional.  

 

7. Que la Resolución No. GNR 186816 del 23 de junio de 2016 pese a que negó 

la reliquidación, este acto de forma arbitraria trae a colación una nueva 

circular No. 16 de 2015, mediante la cual da aplicación a la sentencia C-

258/13 y SU ï 230 de 2015. 

 

8. Que con la expedición de la Resolución No. GNR 248286 del 04 de octubre 

de 2013, GNR 384857 del 31 de octubre de 2014 y VPB 48263 del 10 de 

junio de 2015 y ahora la GNR 186816 del 23 de junio de 2016 violan 

flagrantemente el principio de legalidad y jerarquía normativa.  

 

9. Que mediante Resolución Sub 87095 del 10 de abril de 2019 reliquidó la 

pensión con un IBL que determina la Ley 100 de 1993. 

 

10. Que mediante Resolución No. SUB 27789 del 30 de enero de 2020 

Colpensiones incluyó en nómina de pensionados al demandante y reliquidó, 

pero con IBL de la Ley 100 de 1993 desconociendo lo ordenado en el 

parágrafo 5 del artículo 48 de la Constitución que separa los dos regímenes 

el especial del general en virtud de la vigencia del Decreto 2090 de 2003 acto 

que fue confirmado mediante Resolución DPE 4984 del 30 de marzo de 2020.  

 

11. Que mediante Resolución No. 001921 del 04 de mayo de 2020 el Inpec 

reconoce la liquidación final de prestaciones sociales de las acreencias 

laborales adeudadas con ocasión a la terminación del servicio.  

 

12. Que se solicitó a la entidad demandada le fuera ajustada al demandante la 

pensión conforme a la liquidación final de las prestaciones sociales, que hace 
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parte de lo devengado durante el último año de servicio, siendo negada la 

petición sin fundamento alguno. 

 

13. Que el demandante ingresó al INPEC antes de la entrada en vigencia del 

Decreto 2090 de 2003, por ende, le corresponde una pensión del régimen 

especial con su correspondiente liquidación del régimen especial, tal y como 

le fue reconocida en la Resolución No. 248286 del 04 de octubre de 2013, 

con todo lo devengado durante el último año de servicio y con todos los 

factores salariales que indica el artículo 45 del Decreto 1045 de 19978. 

 

14.  Que la pensión reconocida fue con base en el régimen general de la Ley 100 

de 1993 y no bajo el régimen especial Ley 32 de 1986. 

 

15. Que el demandante al haber ingresado el 6 de abril de 1990, debió adquirir 

el status de pensionado el 07 de abril de 2010, fecha en la que cumplió los 

20 años de servicio y no como lo dispuso la Resolución GNR 248286 del 04 

de octubre de 2013. 

 

16. Que la mesada pensional que tiene actualmente el demandante es de 

$1.848.868, por lo que a la fecha le corresponde un retroactivo de 

$38.144.564, más indexación e intereses moratorios. 

 

Fundamentos de derecho de las pretensiones de la demanda y de su 

contestación: 

 

Pretende el demandante que se declare la nulidad de las Resoluciones Nos. GNR 

384857 del 31 de octubre de 2014; VPB 48263 del 10 de junio de 2015; GNR 186816 

del 23 de junio de 2016; VPB42917 del 29 de noviembre de 2016; SUB 87095 del 

10 de abril de 2019, SUB 27789 del 30 de enero de 2020; DPE 4984 del 30 de 

marzo de 2020 y la SUB 198263 del 23 de agosto de 2021; la cuales ordenaron la 

liquidación de la pensión con una disposición normativa distinta bajo a la que 

inicialmente había sido reconocida.   

 

A título de restablecimiento del derecho, solicita se ordene a la demandada: i) La 

reliquidación de la pensión con el 75% del salario promedio que sirvió de base para 

los aportes durante el último año de servicio del 2019 en virtud del artículo 1 de la 

Ley 33 de 1985; ii) Que se ordene paga el retroactivo al día de la fecha de pago; iii) 

Que se ordene la corrección del status pensional, el cual corresponde al 07 de abril 

de 2010, fecha en l que cumplió los 20 años continuos de servicio conforme lo 

dispone la Ley 32 de 1986; iv) Que se ordene denominar la pensión de vejez, como 

pensión de jubilación ello en consideración al artículo 96 de la Ley 32 de 1986; vi) 

Que se de cumplimiento a los que dispone los artículos 187 y 189 y se condene en 

costas.  
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En criterio del demandante los actos administrativos demandados quebrantan los 

artículos 4 y 48 en su parágrafo 5° de la Constitución política; Ley 32 de 1986 y el 

artículo 1 de la Ley 33 de 1985.  

 

Para sustentar el concepto de violación, señaló que, la Resolución 248286 del 04 

de octubre de 2013 concedió la pensión con base en el régimen especial Ley 32 de 

1986; sin embargo, que en ella no se tuvo en cuenta todo lo devengado durante el 

último año de servicio, con todos los factores salariales, conforme lo dispone el 

artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, desconociendo el ordenamiento jurídico, los 

principios generales del derecho y lo ordenado en la Constitución. Sostuvo que 

posteriormente la entidad demandada al resolver los recursos, liquidó la pensión 

con el IBL de la Ley 100 de 1993, apartándose del sustento jurídico de los 

mencionados actos administrativos.  

 

Precisó que las pensiones establecidas para el personal del INPEC son de orden 

constitucional, mas no legal, ni jurisprudencial, ello en consideración del parágrafo 

5 del artículo 48 de la Constitución Política; por lo tanto, resultan ser irrelevantes las 

sentencias de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, como las circulares 

conceptos emitidos por Colpensiones, que vayan en contravía de la Constitución.  

 

Por último, enunció que el parágrafo 5° del artículo 48 de la Constitución Política, 

estableció la forma en cómo debe liquidarse las pensiones del personal del INPEC, 

quienes ingresaron con anterioridad a la expedición del Decreto 2090 de 2003. 

 

Que cinco años después, con la Resolución GNR 186816 del 23 de junio de 2016, 

se negó la reliquidación, este nuevo acto administrativo trajo a colación una nueva 

fundamentación jurídica y que además desconoció el status de pensionado, cuando 

6 años atrás había adquirido el derecho, es decir que volvieron al estudiar la 

pensión, con normas que no existía al momento de adquirir el status de pensionado.  

 

Por su parte, la entidad accionada se opuso a las pretensiones de la demanda al 

considerar que las mismas carecían de fundamentos de derecho, indicando que tal 

y como lo mencionó el accionante, a él le fue reconocida la pensión bajo el régimen 

indicado en el artículo 96 de la Ley 32 de 1986; así mismo, indicó que dicha 

prestación económica se realizó con el 75% del ingreso base de liquidación de los 

salarios devengados durante los últimos diez años de servicio, tal y como lo dispone 

la Ley 32 de 1986, el artículo 1 del Decreto 1158 del 3 de junio de 1994 y los artículos 

17, 18 y 21 de la Ley 100 de 1993. 

 

Así mismo, sostuvo que en virtud de la sentencia de unificación proferida el 28 de 

agosto de 2018 por el Consejo de Estado, esta definió el criterio de interpretación 

sobre el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y las reglas para las pensiones 

reconocidas en transición; sostuvo, que esta sentencia es extensiva para todos los 

regímenes, tanto para la general, como para los regidos por normas especiales de 

jubilación, debiéndose respectar únicamente de la normatividad especial, la edad, 
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el tiempo de servicio y el monto, entendido este como la tasa de reemplazo, pero el 

IBL de las personas beneficiaras de la transición consagrada en el artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993, será lo previsto en el inciso 3° de este o del articulo 21 ibidem 

incluyendo los factores salariales señalaos en el Decreto 1158 de 1994 siempre y 

cuando sobre estos haya cotizado.  

 

Propuso las excepciones de Prescripción, Inexistencia del derecho reclamado o 

corbo de lo no debido, no hay lugar a indexación, buena fue de la demanda, 

declaratoria de otras excepciones y aplicación de las normas legales.   

 

Establecido lo anterior, considera el Despacho que el debate de fondo se contrae a 

resolver si:  

 

¿Son nulas las Resoluciones Nos. GNR 384857 del 31 de octubre de 2014; VPB 

48263 del 10 de junio de 2015; GNR 186816 del 23 de junio de 2016; VPB42917 

del 29 de noviembre de 2016; SUB 87095 del 10 de abril de 2019, SUB 27789 del 

30 de enero de 2020; DPE 4984 del 30 de marzo de 2020 y la SUB 198263 del 23 

de agosto de 2021, por falta de aplicación del régimen especial de pensiones, 

establecido en la Ley 32 de 1986 y el Decreto 1045 de 1978, con fundamento en la 

causal de violación de las normas en que debía fundarse? 

 

En el caso de que prospere el anterior problema jurídico, se determinará si: 

 
¿Le asiste derecho al demandante a la reliquidación de su pensión de jubilación, 

por no habérsele tenido en cuenta el 75% de la totalidad de los factores salariales 

devengados durante el último año de servicios teniendo en cuenta los factores 

enlistados en el Decreto 1045 de 1978? 

 

¿Es procedente la corrección de la fecha del status pensional, en tanto, los 20 años 

de servicio los cumplió el 07 de abril de 2010? 

 

¿El derecho reclamado fue objeto de prescripción? 

 

DEL DECRETO DE PRUEBAS. 

 

1. Solicitadas por la parte demandante: 

 

1.1. Documentales: Se tendrán como pruebas las aportadas con la demanda, 

las cuales serán valoradas al momento del fallo, de conformidad con lo 

normado en el artículo 215 del C.P.A.C.A., en armonía con lo dispuesto en 

los artículos 243 y ss. del C.G.P. 

 

2. Solicitadas por la parte demandada: 

 

2.1. Documentales: Se tendrán como pruebas las aportadas con la contestación 

de la demanda, las cuales serán valoradas al momento del fallo, de 
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conformidad con lo normado en el artículo 215 del C.P.A.C.A., en armonía 

con lo dispuesto en los artículos 243 y ss. del C.G.P. 
 

TRASLADO PARA ALEGAR DE CONCLUSION.  

 
Así las cosas, como quiera que no existen pruebas por practicar y este Despacho 

no observa la necesidad de practicar pruebas de oficio, se ordenará correr traslado 

a las partes por el término común de diez (10) días hábiles, para que presenten sus 

alegatos de conclusión. En la misma oportunidad señalada, podrá la Agente del 

Ministerio Público, presentar concepto, si a bien lo tiene, de conformidad con lo 

expuesto en el inciso final del artículo 181 del C.P.A.C.A.  

 

Por lo expuesto se,  

 
RESUELVE:  

 

PRIMERO. Prescindir de la audiencia inicial y de pruebas, de conformidad con lo 

expuesto en la parte motiva de este proveído.  

 

SEGUNDO. Fijar el litigio conforme a la parte considerativa de esta providencia. 

   

TERCERO.  Tener como medio de prueba las documentales allegadas con la 

demanda y su contestación, de acuerdo con lo expuesto en la parte considerativa 

del presente auto.  

 

CUARTO. Correr traslado a las partes, por el término común de diez (10) días 

hábiles, para que presenten sus alegatos de conclusión, término durante el cual 

también podrá presentar su concepto el Agente del Ministerio Público delegado ante 

este Despacho.  

 

QUINTO. Vencido el término anterior, ingrese el expediente al Despacho para 

proferir sentencia anticipada  

 

SEXTO. Reconocer personería para actuar al abogado Carlos Rafael Plata 

Mendoza en calidad de representante legal de Soluciones                                                                   

Jurídicas de la Costa S.A.S., quien actúa en representación de Colpensiones, 

conforme al poder general otorgado mediante escritura pública No. 3371 del 2 de 

septiembre de 2019; a su vez se reconoce personería a la abogada Fanny George 

Gaona, identificada con la cédula de ciudadanía 1.121.827.471 de Villavicencio y 

tarjeta profesional N°. 312.400 del Consejo Superior de la Judicatura.    

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

CAMILO AUGUSTO BAYONA ESPEJO 
Juez 
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